
QUE EXPIDE LA LEY PARA FAVORECER LA ACTIVIDAD LABORAL DE LOS GRUPOS 

VULNERABLES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ARACELI VÁZQUEZ CAMACHO, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD  

Planteamiento del problema  

La liberación del trabajo, hipótesis fallida de la implantación de los avances tecnológicos, no se ha traducido en 

ocio creativo, sino en exclusión. 

Desde el punto de vista del derecho social, estas transformaciones pueden ser principalmente señaladas en distintos 

niveles: 

a) La promoción o desarrollo del trabajo independiente; 

b) La evolución del criterio de subordinación que caracteriza al contrato de trabajo; 

c) La exteriorización o la maquila de prácticamente todas las etapas de la producción; y 

d) Las transformaciones del derecho de la seguridad social, particularmente en materia de pensiones. 

La transformación del modelo clásico de relaciones laborales ha producido la emergencia de grupos vulnerables en 

el derecho del trabajo. La Organización del Trabajo (OIT), ha señalado a las personas económicamente activas que 

son propensas a la vulnerabilidad.  

El crecimiento económico insuficiente en el mundo ha ocasionado graves problemas de empleo, desempleo, 

subempleo y empleo en el sector informal para los grupos de trabajadores más vulnerables; jóvenes trabajadores, 

desempleados de larga duración, los trabajadores de edad avanzada, los trabajadores sin formación profesional, los 

trabajadores con discapacidades, menores trabajadores y los grupos que carecen de una seguridad social.  

Argumentos que la sustenten.  

Según los integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la LX Legislatura de la Cámara de 

Diputados del honorable Congreso de la Unión, la expresión “grupos vulnerables” corresponde a “persona o grupo 

que por sus características de desventaja por edad, sexo, estado civil; nivel educativo, origen étnico, situación o 

condición física y/o mental; requieren de un esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia”. 

Los grupos vulnerables son aquellos grupos que por sus condiciones sociales, económicas, culturales o 

psicológicas pueden sufrir maltratos contra sus derechos humanos. Dentro de éste grupo se encuentran insertas las 

personas de la tercera edad, personas con discapacidades, mujeres, niños, pueblos indígenas, personas con 

enfermedades mentales, personas con VIH-Sida, trabajadores migrantes, minorías sexuales y personas detenidas. 

El concepto de vulnerabilidad se aplica a aquellos sectores o grupos de la población que por su condición de edad, 

sexo, estado civil y origen étnico se encuentran en condición de riesgo que les impide incorporarse al desarrollo y 

acceder a mejores condiciones de bienestar. 

Siendo la vulnerabilidad el impedimento para un pleno desarrollo individual y familiar de estos grupos, el Plan 

Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND) se ha encargado de situar este tema dentro de su tercer eje denominado 

“Igualdad de oportunidades”. Buscando que la igualdad de o oportunidades permita tanto la superación del riesgo 

que implica la vulnerabilidad como el desarrollo del nivel de vida de las personas y grupos más vulnerables. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 concibe dentro de los grupos vulnerables a los niños, los adultos 

mayores, las personas con discapacidad, los enfermos y cualquier otro grupo social que, por sus características, se 

encuentre expuesto a la violación de sus derechos. 



El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) define la vulnerabilidad como un fenómeno de 

desajustes sociales que ha crecido y se ha arraigado en la cultura de nuestras sociedades. La acumulación de 

desventajas, es multicausal y adquiere varias dimensiones. Denota carencia o ausencia de elementos esenciales 

para la subsistencia y el desarrollo personal, e insuficiencia de las herramientas necesarias para abandonar 

situaciones en desventaja, estructurales o coyunturales. 

Desde una perspectiva alimentaria, la Organización de la Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 

(FAO) define un grupo vulnerable a aquel que padece de inseguridad alimentaria o corre riesgo de padecerla. El 

grado de vulnerabilidad de una persona, un hogar o un grupo de personas está determinado por su exposición a los 

factores de riesgo y su capacidad para afrontar o resistir situaciones problemáticas. 

Mientras que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera una amplia gama de grupos vulnerables 

que incluye a las mujeres violentadas, refugiados, personas con VIH-Sida, personas con preferencia sexual distinta 

a la heterosexual, personas con alguna enfermedad mental, personas con discapacidad, migrantes, jornaleros 

agrícolas, desplazados internos y adultos mayores, la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables enfoca su 

atención a cuatro grupos: niños, adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad. 

Una acepción más amplia refiere que, en general, los grupos mencionados, viven en condiciones de pobreza 

extrema. Las percepciones económicas de las personas en extrema pobreza no les permiten adquirir una cantidad 

suficiente de alimentos para poder desempeñar sus actividades económicas y sociales satisfactoriamente. En 

consecuencia estos ingresos tampoco les alcanzan para atender el resto de sus necesidades básicas como salud, 

vivienda y educación. 

Esto señala que la pobreza extrema configura una situación de vulnerabilidad, por lo que estudios del Banco 

Mundial revelan que la vulnerabilidad de las personas y las familias ante situaciones adversas es intrínseca a la 

pobreza; esto es “cuando los recursos del hogar no alcanzan para adquirir el valor de la canasta alimentaria, más 

una estimación de los gastos necesarios de salud, vestido, calzado, vivienda, transportes y educación”. 

La Ley General de Desarrollo Social define como grupos sociales en situación de vulnerabilidad a “aquellos 

núcleos de población y personas que por diferentes factores o la combinación de ellos, enfrentan situaciones de 

riesgo o discriminación que les impiden alcanzar mejores niveles de vida y, por tanto, requieren de la atención e 

inversión del gobierno para lograr su bienestar”. 

El artículo 4 de la Ley de Asistencia Social señala que tienen derecho a la asistencia social los individuos y 

familias que por sus condiciones físicas, mentales, jurídicas, o sociales, requieran de servicios especializados para 

su protección y su plena integración al bienestar. 

Con base en lo anterior, son sujetos de la asistencia social, preferentemente: 

I. Todas las niñas, niños y adolescentes, en especial aquellos que se encuentren en situación de riesgo o 

afectados por: 

a. Desnutrición; 

b. Deficiencias en su desarrollo físico o mental, o cuando éste sea afectado por condiciones familiares adversas; 

c. Maltrato o abuso; 

d. Abandono, ausencia o irresponsabilidad de progenitores en el cumplimiento y garantía de sus derechos; 

e. Ser víctimas de cualquier tipo de explotación; 

f. Vivir en la calle; 



g. Ser víctimas del tráfico de personas, la pornografía y el comercio sexual; 

h. Trabajar en condiciones que afecten su desarrollo e integridad física y mental; 

i. Infractores y víctimas del delito; 

j. Ser hijos de padres que padezcan enfermedades terminales o en condiciones de extrema pobreza; 

k. Ser migrantes y repatriados; y 

l. Ser víctimas de conflictos armados y de persecución étnica o religiosa. 

Para los efectos de de la Ley de Asistencia Social, niñas y niños, las personas hasta 12 años incompletos y 

adolescentes los que tienen entre 12 años cumplidos y 18 años incumplidos, tal como lo establece el artículo 2 

de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

II. Las mujeres: 

a. En estado de gestación o lactancia y las madres adolescentes; 

b. En situación de maltrato o abandono; y 

c. En situación de explotación, incluyendo la sexual. 

III. Indígenas migrantes, desplazados o en situación vulnerable; 

IV. Migrantes; 

V. Adultos mayores en desamparo, incapacidad, marginación o sujetos a maltrato; 

VI. Personas con algún tipo de discapacidad o necesidades especiales; 

VII. Dependientes de personas privadas de su libertad, de enfermos terminales, de alcohólicos o de fármaco 

dependientes; 

VIII. Víctimas de la comisión de delitos; 

IX. Indigentes; 

X. Alcohólicos y farmacodependientes; 

XI. Coadyuvar en asistencia a las personas afectadas por desastres naturales; y 

XII. Los demás sujetos considerados en otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Hay también otras definiciones, como: 

a. Personas adultas mayores: Aquellas que cuenten con sesenta años o más de edad y que se encuentren 

domiciliadas o en tránsito en el territorio nacional; Ley de los Derechos de Adultos Mayores. 



b. Niñas, niños y adolescentes: Son niñas y niños las personas de hasta 12 años incompletos, y adolescentes los 

que tienen entre 12 años cumplidos y 18 años incumplidos. Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes. 

c. Persona con discapacidad: Toda persona que presenta una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de 

naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la 

vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social. Ley General de las Personas 

con Discapacidad. 

d. En México el término “capacidades diferentes” apareció en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en su artículo primero, a raíz de la reforma constitucional en materia indígena publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001, posteriormente el 5 de noviembre de 2004, la 

Comisión de Puntos Constitucionales de la honorable Cámara de Diputados dictaminó la iniciativa con 

proyecto de decreto que reformó el párrafo segundo del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, con objeto de sustituir el término “capacidades diferentes” por el término “discapacidad”, 

publicándose esta reforma constitucional en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 2006. 

e. La Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad señala que este grupo de población 

incluye a las personas que tienen deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 

interactuar con diversas barreras, pueden impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 

de condiciones con los demás. 

... 

Son aquellos que por sus condiciones sociales, económicas, culturales o psicológicas pueden sufrir vejaciones 

contra sus derechos humanos.  

La asistencia social dirigida a los grupos vulnerables representa una de las formas de relación entre individuos 

basada en la ayuda mutua. La asistencia, además de su perfil ético, es identificada como parte de las 

responsabilidades del Estado moderno ante la pobreza y la exclusión social. La asistencia social se perfila entonces 

como la intervención pública destinada a brindar protección social a grupos vulnerables que no están cubiertos por 

sistemas de seguridad social, ni cuentan con los ingresos suficientes que les permita enfrentar su condición de 

vulnerabilidad. 

México ha venido realizando progresivos esfuerzos para asistir a esos grupos sociales en cuanto a necesidades 

básicas. La introducción de políticas públicas de tipo asistencial tiene origen, al igual que en Europa, en la 

aceptación de la igualdad legal y la preservación de libertades y derechos individuales. 

Las primeras acciones gubernamentales tuvieron lugar durante la Reforma y el Porfiriato, primeramente con una 

limitada intervención del Estado, pero impulsada principalmente por una sociedad benevolente que inició el 

desplazamiento de la filantropía asociada a la caridad religiosa, hacia una responsabilidad compartida con el del 

Estado y algunas instituciones públicas. Como política, la asistencia, en tanto que beneficencia pública, consistía 

en socorrer, corregir y educar por medio de la ayuda proporcionada en hospicios, asilos y correccionales, 

previniendo los riesgos de orden social que representaba la pobreza masiva. 

Posteriormente como resultado de la Revolución Mexicana, el asistencialismo abandona el enfoque caritativo e 

inicia su construcción como responsabilidad colectiva. La atención de las necesidades básicas se postula como 

derechos. Así los rubros de educación, salud alimentación y vivienda se garantizaban constitucionalmente a todos. 

Se transita de la beneficencia a la asistencia pública. 

Durante el desarrollo industrial en México, comenzó a restringirse la responsabilidad del Estado ante la pobreza. 

En este periodo de industrialización se consolidaron las instituciones asistenciales, marcando una fuerte división 



entre asistencia y seguridad social, ya que se suponía que, el crecimiento económico resolvería los problemas de 

pobreza. 

La discusión sobre las responsabilidades públicas se resolvió con el fortalecimiento del Estado revolucionario, que 

priorizó la necesidad de una política más amplia e integral y con una participación estatal más activa. La 

intervención del Estado se concreta al finalizar 1937, con la creación de la Secretaría de Asistencia Pública. Con 

esta medida, el Estado mexicano reconoció que debía sustituirse el concepto de beneficencia por el de asistencia 

pública para proporcionar servicios de salud preventivos y curativos a los más pobres, como la ampliación de 

campañas sanitarias y de vacunación y, especialmente de atención materno- infantil. 

En el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, el desarrollo humano sustentable, como principio rector del Plan 

Nacional de Desarrollo, asume que “el propósito del desarrollo consiste en crear una atmósfera en que todos 

puedan aumentar su capacidad y las oportunidades puedan ampliarse para las generaciones presentes y futuras”. 

Dentro del eje tres, “Igualdad de oportunidades”, el PND incluye a los pueblos indígenas; la igualdad entre mujeres 

y hombres, grupos vulnerables, y familia, niños y jóvenes. 

En concreto la estrategia 12.3 considera “priorizar la atención de grupos vulnerables para prevenir la violación de 

sus derechos humanos. Modificar el enfoque de las políticas públicas para la defensa de los derechos humanos, 

superando la visión que pretende únicamente restituir el goce de éstos, para privilegiar un enfoque preventivo de la 

violación de estos derechos. Esta nueva orientación resulta particularmente importante en el caso de miembros de 

grupos vulnerables como son los niños, los adultos mayores, las personas con discapacidad, los enfermos y 

cualquier otro grupo social que, por sus características, se encuentre expuesto a la violación de sus derechos 

humanos. 

El PND señala que es obligación del Estado propiciar igualdad de oportunidades para todas las personas, y 

especialmente para quienes conforman los grupos más vulnerables de la sociedad, como los adultos mayores, niños 

y adolescentes en riesgo de calle, así como a las personas con discapacidad. La igualdad de oportunidades debe 

permitir tanto la superación como el desarrollo del nivel de vida de las personas y grupos más vulnerables. Estas 

oportunidades deben incluir el acceso a servicios de salud, educación y trabajo acorde con sus necesidades. La 

situación de estos grupos demanda acciones integrales que les permitan llevar una vida digna y con mejores 

posibilidades de bienestar. 

El objetivo en materia de grupos vulnerables es abatir la marginación y el rezago que enfrentan los grupos sociales 

vulnerables para proveer igualdad en las oportunidades que les permitan desarrollarse con independencia y 

plenitud. Con las siguientes estrategias: 

• Fortalecer los proyectos de coinversión social entre el gobierno y las organizaciones de la sociedad civil 

enfocados a la atención de grupos vulnerables. 

• Avanzar en el concepto de seguridad social para ampliar el alcance y cobertura de los programas de gobierno 

enfocados a la protección de grupos vulnerables. 

• Focalizar el apoyo a la población de 70 años y más, dando prioridad a quienes habitan en comunidades de alta 

marginación o que viven en condiciones de pobreza. 

• Aprovechar la experiencia de los adultos mayores, generando las oportunidades que les permitan desarrollarse 

en actividades productivas de relevancia para su comunidad. 

• Identificar oportunamente a los niños y adolescentes en riesgo de calle. 

• Otorgar apoyo integral a las personas con discapacidad para su integración a las actividades productivas y 

culturales, con plenos derechos y con independencia. 



• Garantizar la disponibilidad de los instrumentos y el personal necesarios para realizar un diagnóstico temprano 

y canalizar oportunamente a las personas con discapacidad a los servicios de estimulación temprana y 

rehabilitación. 

• Procurar el acceso de personas en condiciones de vulnerabilidad a redes sociales de protección. 

• Dar prioridad a las vertientes de apoyo alimentario y nutricional de los programas del gobierno con 

responsabilidades en esta materia. 

Los antecedentes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables se sitúan en la Comisión de Beneficencia 

instituida en 1934. El predominio de una concepción asistencialista data de la primera mitad del siglo XX, y se 

manifiesta en las denominaciones que tuvieron las comisiones que se encargaban de la legislación relativa a la 

atención de los más pobres y de las personas con discapacidad: 

• Comisión de Beneficencia (Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, 1934). 

• Comisión de Atención y Apoyo a Discapacitados (24 de noviembre de 1994 durante la LVI Legislatura de la 

Cámara de Diputados). 

• Comisión de Atención a Grupos Vulnerables (3 de septiembre de 1999 LVII Legislatura). 

A pesar de que los grupos vulnerables, o algunos en específico, han figurado en el proceso legislativo mexicano, el 

apoyo real hacia los integrantes de los grupos en comento no se ha materializado. 

Esta iniciativa de ley atiende un tema fundamental para la supervivencia de los individuos que integran los grupos 

vulnerables: el laboral. 

El artículo 123, incluido en el titulo sexto, “Del Trabajo y la Previsión Social”, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos reza: 

“Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos 

y la organización social de trabajo, conforme a la ley...” 

Esta iniciativa propende a que la garantía constitucional contenida en el 123 sea aplicable para toda la población, 

incluyendo a los integrantes de los grupos vulnerables. 

La iniciativa comprende 5 capítulos, integrados por 44 artículos, más un transitorio.  

El capítulo I tiene como objetivo la población de jóvenes, estableciendo facilidades para el inicio y desarrollo de su 

actividad económica. 

El capitulo II tiene como objetivo la población de individuos con edad cronológica mayor o igual a 35 años. La 

expectativa de vida del Mexicano es de 71 años; no es posible considerar que su vida laboral activa cese a los 35. 

La determinación tan limitada de la actividad laboral del mexicano no sólo atenta contra la economía, sino contra 

la integridad del individuo. 

El capítulo III se avoca al trabajo de los adultos mayores, atendiendo más que a sus limitaciones, a las 

potencialidades que tienen para participar de una manera activa en la economía. 

El capítulo IV está dirigido a la población de trabajadores migrantes. Es lamentable que reclamemos del gobierno 

de los Estados Unidos de América lo que no hemos podido dar a los migrantes en nuestro país: trabajo digno y bien 



remunerado, estabilidad y respeto. La sabiduría popular sintetiza de lírica manera esta situación: “Luz de la calle, 

oscuridad de la casa”. 

El capitulo V está dirigido a los trabajadores con discapacidad. La discapacidad representa una disminución en la 

posibilidad de realizar ciertas actividades y puede ser parcial o total, temporal o permanente. No es válido escindir 

de la actividad laboral a quién tiene una discapacidad, si ésta no atenta contra la producción. El escindir de una 

persona con discapacidad, por el solo hecho de tener esta condición, exhibe que los “discapacitados” no son la 

gente con discapacidad. 

Esta ley es reglamentaria del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Fundamento Legal y Denominación del proyecto de Ley o decreto.  

La que suscribe, diputada María Araceli Vázquez Camacho, integrante del Grupo Parlamentario del PRD en la LXI 

Legislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en los artículos 77, numerales 1 y 2, 78, 101, numerales 2 y 3, del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta soberanía iniciativa con 

proyecto de decreto que crea la Ley para favorecer la Actividad Laboral de los Grupos Vulnerables.  

Texto normativo propuesto  

Ley para favorecer la Actividad Laboral de Grupos Vulnerables 

Título Primero  

De las Disposiciones Generales 

Capítulo I 

Del objeto 

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio 

nacional, y tiene por objeto: 

I. Garantizar el pleno ejercicio del derecho al trabajo de toda persona en condición de vulnerabilidad, 

consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, asegurando el acceso de de al 

desarrollo.  

II. Favorecer la actividad económica de toda persona en condición de vulnerabilidad. 

III. Favorecer la contratación laboral de toda persona en condición de vulnerabilidad. 

Artículo 2. Queda prohibida cualquier práctica discriminatoria en la prestación de los bienes y servicios contenidos 

en los programas cuyos destinatarios sean integrantes de algún grupo social en condiciones de vulnerabilidad. 

Artículo 3. La aplicación de la presente ley corresponde al Ejecutivo Federal por conducto de sus dependencias y 

organismos, a los poderes ejecutivos de las entidades federativas y a los municipios en el ámbito de sus respectivas 

competencias; así como las que les competen, de acuerdo a sus atribuciones, al Poder Legislativo. 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entiende por: 



I. Persona en condición de vulnerabilidad: Toda persona que por sus características de desventaja por edad, 

sexo, estado civil; nivel educativo, origen étnico, situación o condición física y/o mental; requieren de un 

esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia. 

II. Beneficiarios: Aquellas personas que forman parte de la población atendida por los programas destinados a 

las poblaciones que integran algún grupo vulnerable que cumplen los requisitos de la normatividad 

correspondiente; 

III. Comisión: Comisión Nacional de los derechos humanos. 

IV. Secretaría: Secretaría del Trabajo y Previsión social. 

V. Organizaciones: Agrupaciones civiles y sociales, legalmente constituidas, en las que participan personas o 

grupos sociales con el propósito de realizar actividades relacionadas con el desarrollo social; y 

VI. Padrón: Relación oficial de beneficiarios que incluye a las personas Persona en condición de vulnerabilidad 

cuyo perfil socioeconómico se establece en la normatividad correspondiente. 

Título Segundo 

De los Grupos Vulnerables 

Capítulo I 

El Trabajo de los Jóvenes 

Artículo 5. Las autoridades laborales competentes deberán aplicar programas para impulsar la capacitación y 

empleo de los jóvenes; las autoridades fiscales, por su parte, deberán operar estímulos fiscales a este mismo efecto. 

Artículo 6. En toda empresa o establecimiento, el patrón deberá otorgar empleos, de modo que garantice, que al 

menos un noventa por ciento de trabajadores de su plantilla laboral, la integren trabajadores mexicanos y una 

quinta parte, deberán ser jóvenes de hasta treinta años de edad.  

Artículo 7. Los patrones están obligados a preferir en igualdad de circunstancias, en los casos de trabajadores 

mayores de treinta años, quienes no teniendo ninguna otra fuente de ingreso económico, tengan a su el sostén de 

una familia y a los sindicalizados respecto de quienes no lo sean. 

Capítulo II 

El Trabajo de las Personas Mayores de 35 Años 

Artículo 8. El trabajador en cuyo perjuicio se hubiera realizado cualquier discriminación que les impida ocupar un 

empleo, tendrán derecho a solicitar ante la Junta de Conciliación y Arbitraje el pago de una indemnización 

equivalente a tres meses del salario que hubieran recibido al ocuparla. En los demás casos de discriminación, se 

tendrá derecho a reclamar ante la misma autoridad, que se paguen los perjuicios causados y se restablezca el 

principio de igualdad.  

Artículo 9. En toda empresa o establecimiento, el patrón deberá otorgar empleos, de modo que garantice, que al 

menos un noventa por ciento de trabajadores de su plantilla laboral, la integren trabajadores mexicanos y una 

quinta parte de éstos deberán ser personas mayores de treinta y cinco años de edad.  

Artículo 10. El escrito en que consten las condiciones de trabajo no se podrá estipular la exclusión de las personas 

para ocupar un puesto sólo por razón de su edad, de lo contrario la cláusula relativa será nula. 



Artículo 11. En el contrato colectivo de una empresa no se podrá estipular la exclusión de las personas para ocupar 

un puesto sólo por razón de su edad, de lo contrario la cláusula relativa será nula. 

Capítulo III 

El Trabajo de los Adultos Mayores 

Artículo 12. Los adultos mayores de sesenta años podrán ser contratados por hora. Pudiendo laborar a la semana un 

máximo de 25 horas.  

Artículo 13. Recibirán el pago de las prestaciones legales en forma proporcional. 

Artículo 14. En igualdad de condiciones será preferido el adulto mayor que carezca de pensión otorgada por una 

entidad de seguridad social, una pensión alimenticia civil o cualquier otro ingreso equivalente por lo menos a dos 

salarios mínimos generales. 

Articulo 15. Los adultos mayores, a los que se alude en el artículo 11, accederán a labores que no le afecten su 

salud física, mental o emocional. 

Artículo 16. La jornada máxima será de seis horas, sin embargo cuando el adulto mayor tenga setenta o más años, 

la jornada máxima será de tres horas. 

Artículo 17. No podrán laborar tiempo extraordinario, ni tampoco los días de descanso. 

Artículo 18. Sus vacaciones serán mínimo de cincuenta días al año o la parte proporcional que les corresponda. Las 

que les correspondan conforme a los artículos 76 y 77 de la Ley Federal del Trabajo, se disfrutarán de manera 

continúa y les serán pagadas. Los días restantes serán sin goce de salario y, disfrutables en varios periodos según 

las necesidades productivas de la empresa. 

Articulo 19. Los patrones realizarán actividades de esparcimiento a favor de los trabajadores sujetos a este capítulo. 

Articulo 20. A las empresas en donde su planta laboral promedio anual, como mínimo esté conformada por un 

ochenta por ciento de personas de la tercera edad, sólo les será aplicable las disposiciones de la Ley Federal del 

Trabajo en materia de salario, jornada y de seguridad e higiene. 

Artículo 21. Los adultos mayores de sesenta años podrán ser contratados por jornada o semana reducida. Pudiendo 

laborar a la semana un máximo de veinticinco horas.  

Artículo 22. Los adultos mayores, recibirán el pago de las prestaciones legales en forma proporcional. 

Artículo 23. En igualdad de condiciones será preferido el adulto mayor que carezca de pensión otorgada por una 

entidad de seguridad social, una pensión alimenticia civil o cualquier otro ingreso equivalente por lo menos a dos 

salarios mínimos generales vigentes en el Distrito Federal. 

Artículo 24. Estos adultos mayores accederán a labores que no le afecten su salud física, mental o emocional. 

Articulo 25. La jornada máxima será de seis horas, sin embargo cuando el adulto mayor tenga setenta o más años, 

la jornada máxima será de tres horas. 

Artículo 26. Los adultos mayores no podrán laborar tiempo extraordinario, ni tampoco los días de descanso. 

Artículo 27. Sus vacaciones serán como mínimo del doble de las que les corresponda conforme a los artículos 76 y 

77 de la Ley Federal del Trabajo. 



Artículo 28. Los patrones realizarán actividades de esparcimiento a favor de los trabajadores sujetos a este capítulo. 

Artículo 29. A las empresas en donde su planta laboral promedio anual, como mínimo, esté conformada por un 

ochenta por ciento de personas de la tercera edad, deberán recibir estímulos fiscales. 

Artículo 30. Al patrón que excluya a las personas por razón de su edad se le impondrá una multa por el equivalente 

de 300 a 3000 veces el salario mínimo general.  

Capítulo IV 

El Trabajo de los Migrantes 

Articulo 31. Se entiende por trabajador migrante el extranjero que presta o haya prestado servicios remunerados en 

el país con o sin documentos. Trabajando dentro de una relación de trabajo por tiempo indeterminado y con una 

jornada legal completa, o bien bajo alguna de las siguientes modalidades, o cualquier otra: 

a) Trabajador fronterizo: aquel trabajador migratorio que conserve su residencia habitual en su país de origen, al 

que regrese cada día o al menos una vez por semana; o bien al concluir la obra o tiempo determinado para el que 

fue contratado; 

b) Trabajador de temporada, el trabajador migratorio cuyo trabajo, por su propia naturaleza, dependa de 

condiciones estacionales y sólo se realice durante parte del año; 

Articulo 32. No se aplicará el presente capítulo a las personas enviadas o empleadas por organizaciones y 

organismos internacionales y la personas enviadas o empleadas por otro Estado fuera de su territorio para 

desempeñar funciones oficiales, cuya admisión y condición jurídica estén reguladas por el derecho internacional o 

por acuerdos o convenios internacionales celebrados por nuestro país; 

Articulo 33. Se considerarán trabajadores migrantes documentados o en situación regular, aquellos que han sido 

autorizados a ingresar, a permanecer y a ejercer una actividad remunerada en el país conforme a las leyes vigentes. 

Trabajador migrante no documentado o en situación irregular, aquel que no cumple lo referido en el párrafo 

anterior. 

Articulo 34. El patrón tiene prohibido: 

a) Obstaculizar o impedir el ejercicio del derecho de estos trabajadores a regresar en cualquier momento a su 

país de origen. 

b) Exigirles la realización de trabajos forzosos u obligatorios, o el someterlos a cualquier tipo de esclavitud o 

servidumbre. 

c) Ejercer contra los trabajadores todo tipo de violencia, daño corporal, amenaza o acoso sexual, o permitir que 

lo realicen el personal directivo o cualquier otro trabajador sin importar su puesto. Esto especialmente en 

relación a los niños y las mujeres. 

d) Obstaculizar la afiliación de los trabajadores al sindicato de su preferencia. 

e) Obstaculizar o impedir por cualquier medio el derecho de los trabajador a transferir sus ingresos y ahorros, 

bienes y derechos a su país de origen. Igualmente el exigirles la entrega de una parte de estos conceptos para su 

provecho. 



f) Rentar alojamiento a los trabajadores a precios que excedan el cincuenta por ciento del monto previsto en el 

artículo 160 de la Ley Federal del Trabajo. 

Artículo 35. Son obligaciones de los patrones las siguientes: 

a) El patrón deberá respetar la identidad cultural de los trabajadores en lo que no se oponga a lo previsto en la 

Ley Federal del Trabajo. 

b) Les informará a los trabajadores los derechos y obligaciones de que es titular conforme a la Ley Federal del 

Trabajo. 

c) Apoyar en la medida de lo posible y en el marco del derecho, y en coordinación con las autoridades 

competentes, la reunión de los trabajadores con su familia. 

d) Preferir, en igualdad de condiciones y entre trabajadores migrantes, al trabajador que por más tiempo haya 

prestado servicios en el país; 

e) Los patrones que tengan contratados a cinco o más migrantes en una relación de trabajo por tiempo 

indeterminado, deberán otorgar una fianza por cada uno de ellos, para cubrir su liquidación en caso de rescisión 

o terminación injustificada de las relaciones de trabajo.  

f) Eliminar todo acto de racismo o xenofobia. 

g) En general, respetar la dignidad humana de estos trabajadores. 

Articulo 36. Su condición migratoria no podrá usarse como pretexto para suprimir o reducir sus condiciones 

laborales. Tampoco para que se les niegue u obstaculice el ejercicio de acciones legales derivadas de sus derechos 

derivados de la prestación de sus servicios. En general se les deberá respetar su derecho a un trato igual en relación 

a los trabajadores mexicanos. 

Articulo 37. Los trabajadores migrantes no podrán ser deportados por su sola calidad migratoria en tanto estén 

laborando. Al concluir su relación de trabajo con un patrón se les deberá permitir la permanencia en el país para la 

obtención de una nueva relación de trabajo, hasta por seis meses como mínimo. 

Igualmente tendrán derecho a ausentarse temporalmente sin que ello afecte la autorización de permanecer o 

trabajar en el país. 

Artículo 38. En caso de fallecer con motivo de un riesgo de trabajo, el patrón estará obligado a notificar este hecho 

al consulado del país de origen del trabajador conforme al registro que deberá llevar al efecto. Y otorgar una ayuda 

a los beneficiarios del trabajador para el traslado de los restos mortales por el equivalente a medio mes de salario 

mínimo. 

Por otro lado se le deberán dar a los beneficiarios de los trabajadores migratorios se les deberán todas las 

facilidades para el cobro de las indemnizaciones, prestaciones e indemnizaciones procedentes. 

Articulo 39. Queda prohibido al patrón denunciar la situación migratoria del trabajador como medio de presión 

laboral contra el trabajador. 

Artículo 40. Las autoridades administrativas y los jueces de lo laboral deberán apoyar al trabajador migrante con 

un intérprete en caso de necesidad. 



La Secretaría del Trabajo y Previsión Social deberá tomar las medidas necesarias para suministrar información y 

asistencia apropiada a los trabajadores migratorios en lo relativo a los requisitos para la estancia, actividades 

remuneradas, salida , regreso, condiciones de trabajo y de vida en el país. 

Capítulo V 

El Trabajo de las Personas con Discapacidad 

Artículo 41. Trabajador con discapacidad, es la persona que presenta una disminución de sus facultades físicas, 

mentales o sensoriales, que no lo imposibilitan para la realización de la actividad laboral. 

Artículo 42. Queda prohibido a los patrones negarse a aceptar trabajadores por razón de su discapacidad. 

Contrariamente, en igualdad de condiciones deberán preferir para ser empleadas a las personas que tengan alguna 

discapacidad. 

Artículo 43. Los patrones que empleen un mínimo de veinticinco trabajadores deberán contratar un número de 

trabajadores con discapacidad no inferior al cinco por ciento de la nómina, en caso contrarió se harán acreedores a 

las sanciones que se marcan en el titulo de responsabilidad y sanciones de la ley. 

Articulo 44. Las empresas cuya planta laboral se integre por un mínimo de ochenta por ciento de trabajadores con 

discapacidad, sólo les será aplicable la Ley Federal del Trabajo en lo relativo a jornada, salario y disposiciones 

sobre seguridad e higiene. 

Articulo 45. El patrón podrá dar por terminada la relación de trabajo sin responsabilidad en los treinta días 

posteriores a la contratación, cuando el trabajador no pueda desarrollar las labores propias de la empresa o 

establecimiento. 

Articulo 46. Los patrones adecuarán sus instalaciones, de acuerdo a las normas y reglamentos vigentes, para 

proporcionar a los trabajadores con discapacidad las condiciones necesarias de acceso, seguridad y libre 

desplazamiento  

Título Tercero 

De las Formas de Producción 

Capítulo Único 

La Industria Familiar 

Artículo 47. Le será aplicable en sus términos las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, salvo las relativas al 

reparto de utilidades. 

Título Cuarto 

De las Controversias 

Capítulo I 

De la Competencia 

Artículo 48. En las controversias que se susciten por el contenido de la presente Ley, serán competentes para 

conocer la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y las Juntas de Conciliación y Arbitraje de las entidades 

federativas. 



Artículo 49. El cumplimento de los laudos se verificará conforme a las reglas previstas en la Ley Federal del 

Trabajo Previsión Social. 

Artículos transitorios 

Primero. El presente decreto entregará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el año 2011 y subsecuentes, se deberán destinar los 

recursos suficientes para los programas y estímulos referidos en el presente decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 17 de febrero de 2011.  

Diputada María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica) 

 


